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Radicación Nro. :
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Proceso:


TUTELA 

Providencia: 


SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
Tema:

La persona desvinculada del servicio, de las Fuerzas Militares, puede solicitar servicios de salud, siempre y cuando el hecho haya ocurrido durante el servicio activo y con ocasión del mismo..
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL
MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, doce de noviembre de dos mil nueve
Acta número 0067 del 12 de noviembre de 2009
Dentro del término previsto por el Decreto 2591 de 1991, se decide en primera instancia la acción de tutela interpuesta por el señor José Never Duque Molina contra el Director de Servicios de Salud – Dirección de Sanidad – Fuerzas Militares de Colombia.
El proyecto presentado por el ponente, fue discutido y aprobado por los restantes Magistrados de la Sala.
Presenta el actor, los siguientes
HECHOS

1. Indica que sufrió un trauma tronco abdominal, amputación traumática de mano izquierda, fractura de cúbito izquierdo, fractura falange distal dedo índice derecho, derivados de la detonación de un elemento explosivo, el 22 de febrero de 2001, en inmediaciones del río Orteguaza, departamento del Caquetá, encontrándose vinculado como soldado profesional.
2. Afirma que le practicaron diversas cirugías y procesos de rehabilitación, poniéndole una malla en el abdomen, lo que le ha ocasionado una hernia, que requiere cirugía.

3. Manifiesta que pertenece al nivel I del Sisben y carece de recursos económicos por lo cual no puede pagar la atención médica, ni las cuotas de recuperación.
En virtud de los hechos anteriores, hace las siguientes
PETICIONES

1- Que se ordene al accionado, expedir las autorizaciones para la cirugía de hernia abdominal.
Reconociéndole los gastos de transporte, alojamiento y manutención en que tenga que incurrir el actor y un acompañante, con ocasión del tratamiento integral que demanda su recuperación.

2- Que se exonere al actor, de cuotas de recuperación o copagos.

3- Que se le tutele su salud en forma integral.
DERECHOS VULNERADOS

Presenta como violados los derechos fundamentales a la vida por conexidad con la salud, igualdad, dignidad humana y solidaridad.
PRECEDENTES

La acción de tutela, fls. 1 al 7, le correspondió a este Despacho, quien avocó su conocimiento dándole dos días al accionado para que se pronunciara sobre los hechos y pretensiones, fl. 15.

El accionado contesta la acción de tutela a los folios 20 al 44, así:

a- Acepta que el actor, José Never Duque Molina, prestó sus servicios en la Armada Nacional en calidad de infante de marina profesional, y voluntariamente fue dado de baja el 12 de marzo de 2001.
b- Manifiesta que según el informe administrativo del accidente, el mismo ocurrió el 21 de febrero de 2001, encontrándose el actor “evadido de la unidad” y según el artículo 24 del Decreto 1796 de 2000, tales lesiones constituyen … d) actos realizados contra la ley.
c- No obstante lo anterior, al tutelante se le prestaron todos los servicios médicos necesarios, dejándolo estable y en condiciones aceptables.

Tratamiento que se le otorgó hasta mayo de 2003, tanto en Florencia (Caquetá), lugar de los hechos, como en el Hospital Militar Central, no obstante haber ocurrido el accidente “en actos realizados contra la Ley, por cuanto se encontraba incurso en un delito penalizado por el Código Penal Militar, al haberse evadido de la unidad”, fl. 2, además el accionante abandonó el tratamiento, sin asistir a las valoraciones de los especialistas.

Y solo hasta el 27 de junio de 2007, fecha de radicación, el tutelante elevó derecho de petición, siendo contestada el 9 de agosto de 2007, diciéndole que de acuerdo al artículo 35 del decreto 1796 de 2000, la entidad quedaba exonerada del tratamiento, por abandono del mismo.

Expresa además, que de acuerdo al artículo 23 del Decreto citado, para gozar del derecho a la protección de la salud, se necesita estar afiliado y cotizando, o ser afiliado y no estar sometido al régimen de cotización, sin que el señor José Never Duque Molina cumpla ninguno de estos requisitos. 

CONSIDERACIONES

Con base al artículo 217 de la Constitución, se desarrolló el Sistema de Salud de la Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, a través del Decreto 1795 de 2000.

Dicho sistema es distinto y nada tiene que ver en relación con las prestaciones médico asistenciales de la Ley 100 de 1993.

El artículo 2° del citado Decreto expresa que la sanidad es “un servicio público esencial de logística militar y policial inherente a su organización y funcionamiento, orientada al servicio del personal activo, retirado, pensionado y beneficiarios”.

Su objeto está consignado en el artículo 5 ibídem al ordenar:

“Prestar el Servicio de Sanidad inherente a las Operaciones Militares y del Servicio Policial como parte de su logística Militar y además brindar el servicio integral de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios.”
De donde se concluye que las Fuerzas Militares tienen el deber de dar asistencia médica a las personas afiliadas o beneficiarias del Sistema de Salud de las Fuerzas Militares.

En relación con el caso concreto, tenemos que el actor señor José Never Duque Molina, según se desprende de la contestación de la demanda, fl. 20, prestó sus servicios a la Armada Nacional, en calidad de Infante de Marina Profesional, y voluntariamente fue dado de baja el 12 de marzo de 2001.

Manifiesta también la accionada, que de acuerdo al informe del accidente, obrante al folio 26 y suscrito por el Teniente Coronel Guillermo Lara Páez, este ocurrió el 21 de febrero de 2001, encontrándose el tutelante evadido de la unidad y por lo tanto no se encontraba cumpliendo actos de servicio, sino que por el contrario incurrió en hechos realizados contra la ley, de que trata el literal d) del artículo 24 del Decreto 1796 de 2000.

Se deduce de la respuesta a la acción de tutela, que el señor José Never Duque Molina, fue atendido, prestándosele todos los servicios médicos, y quedando estable.
En comunicación de fecha 21 de mayo de 2006, folios 29 y 30, el demandante solicita algunos documentos, expresando “que el tratamiento médico a dispensa de la Dirección de Sanidad Naval se prolongó hasta el mes de diciembre de 2004”.

Al folio 31 obra contestación por parte de las Fuerzas Militares, en la cual le dicen que en cuanto a la petición de los documentos referentes a la junta médica, “este acto administrativo no se llevó a cabo, ya que usted abandonó el tratamiento, artículo 35 del Decreto 1796 de 2000”.

Afirma el mencionado artículo sobre abandono del tratamiento, que:

“Cuando el personal de que trata el presente decreto se haya desvinculado sin derecho a la asignación de retiro, pensión de jubilación o pensión de invalidez y abandone o rehúse sin justa causa, por un término de dos meses, o durante el mismo período no cumpla con el tratamiento prescrito por la sanidad o con la indicaciones que le han sido hechas al respecto, la institución quedará exonerada del reconocimiento y pago de las prestaciones económicas que de ello se deriven”.

Se trata pues de establecer en la presente tutela, si el señor Duque Molina, tiene o no derecho a los servicios médicos, después de haber sido dado de baja.

Al respecto ha dicho la Corte Constitucional en sentencia T – 371 de 1997, lo siguiente:

“la Corte Constitucional ha sostenido reiteradamente que la regla, según la cual, la obligación de prestar la atención médica y asistencial termina cuando tiene lugar el retiro o desacuartelamiento, admite excepciones por ejemplo, cuando la dolencia fue adquirida con ocasión de la prestación del servicio y sus consecuencias se mantienen en el momento del retiro y se proyecta de manera negativa sobre la posibilidad de garantizar de modo eficiente los derechos a la salud o a la vida en condiciones dignas y justas.” (Subrayado nuestro)
Dijo también la Corte Constitucional en sentencia T – 654 de 2006 que:
“Tanto las Fuerzas Militares como la Policía Nacional están obligadas a garantizar la continuidad en la prestación del servicio de salud a aquellas personas que estando en retiro lo necesitaren siempre y cuando se cumpliere con las siguientes condiciones: (i) vinculación del afectado a la institución en el momento de sufrir la lesión o enfermedad, esto es, cuando la atención solicitada se refiera a una condición patológica atribuible al servicio …”

Igualmente expresó la Corte Constitucional en sentencia T – 407 de 2008, así:

“Así, la Dirección de Sanidad de las Fuerzas Militares y la Policía Nacional debe seguir proporcionando la atención médica requerida por el accionante, pues quedó constatado que “la lesión base de la afección y del retiro se produjo en el transcurso del servicio y con ocasión a éste” y “el tratamiento dado por la institución no logró recuperarlo sino controlar temporalmente su enfermedad y la misma reaparece o se recrudece después”, condicionantes que unidos a la afectación del derecho a la salud le imponen dicho mandato a la autoridad accionada en razón a una interpretación de los deberes de esa institución acorde con los principios y valores constitucionales, como la vida, la igualdad material y el orden justo.”

Como puede observarse, el requisito que impone la Corte Constitucional para que el servicio de salud pueda prestarse, luego de desvinculada la persona, en esta caso el actor, de las fuerzas Militares, consiste en que el hecho se produzca en el transcurso del servicio, y además sea con ocasión del mismo.
En el caso materia de estudio, si bien el accidente se presentó cuando el titular estaba vinculado a las Fuerzas Militares, en calidad de infante de marina profesional, las lesiones no se produjeron con ocasión del servicio, pues de acuerdo al informe que obra al folio 26, suscrito por el Teniente Coronel Guillermo Lara Páez, el accidente ocurrió cuando el promotor de esta tutela, se encontraba evadido de la unidad, es decir, el mismo se dio por causa imputable al actor y no por motivo del servicio, pues ninguna misión cumplía.

Tipificándose su conducta en el literal d) del artículo 24 del Decreto 1796 de 2000, es decir “en actos realizados contra la ley, el reglamento, o la orden superior”.

A más de lo anterior, esta tutela tampoco cumple el requisito de inmediatez, en efecto, según comunicación del actor de fecha 21 de mayo de 2006, obrante a los folios 29 y 30, afirma que el tratamiento se le prestó hasta diciembre de 2004.

Y si ello es así, no se entiende porque se demoró tanto en solicitar servicios médicos, y en interponer esta acción de tutela.

De todo lo manifestado, es del caso negar las pretensiones de esta acción de tutela.

En virtud de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución,

FALLA

PRIMERO: NEGAR las pretensiones de la acción de tutela, por lo expresado en la parte motiva.

SEGUNDO: Si no fuere impugnada la presente sentencia, envíese lo más pronto posible a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

CONSUELO PIEDRAHÍTA ALZATE
Secretaria
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